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OBSERVACIONES DEL REINO DE ESPAÑA

EN EL DICTAMEN 1115

AL TRIBUNAL DE JUSTICIA

EL REINO DE ESPAÑA,

representado por , Abogado del Estado de la Abogacía del Estado ante

ei Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en calidad de Agente, habiendo aceptado que se le

practiquen las notificaciones por e-Curia, al amparo del articulo 196, apartado 3, del Reglamento de

Procedimiento del Tribunal de Justicia, dentro del plazo conferido por el Presidente del Tribunal,

procede a formular las siguientes observaciones.
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I.~ANTECEDENTES.

1. El 27 de febrero de 2015 el Parlamento Europeo presentó en la Secretaría del Tribunal de

Justicia una solicitud de dictamen al amparo del artículo 218 TFUE. El dictameJ.l versa sobre la

compatibilidad con los Tratados del Acuerdo previsto entre la Unión Europea y Canadá sobre el

tratamiento y la transferencia de datos del registro de nombres de los pasajeros, y en particular

sobre las cuestiones siguientes

"¿El acuerdo previsto es compatible con las disposiciones de los Tratados (artículo 16 del

TFUE) y de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (artículos 7,8 y 52,

apartado 1) por lo que respecta al derecho de las personas a la protección de sus datos

personales?

¿El artículo 82, apartado 1, letra d), y el artículo 87, apartado 2, letra a), del TFUE constituyen

la base jurídica adecuada del acto del Consejo relativo 'a la celebración del acuerdo previsto, o

debe basarse en el artículo 16 del TFUE? ".

2. Mediante carta de 31 de marzo de 2015, el Sr. Secretario del Tribunal informó de la presentación

de la solicitud adjuntando copia del dictamen.

3. Con arreglo al artículo 196 del Reglamento de Procedimiento, se fijó el plazo para la presentación

de observaciones escritas el 29 de mayo de 2015.

ll.- OBSERVACIONES.

4. El Reino de España considera que Acuerdo previsto entre la Unión Europea y Canadá sobre el

tratamiento y la transferencia de datos del registro de nombres de los pasajeros es conforme con

el Derecho de la Unión. En particular, es compatible con las disposiciones de los Tratados y de la

Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea por lo que respecta al derecho de las

personas a la protección de sus datos personales.

5. Por el contrario, el Reino de España no desea formular observaciones sobre la cuestión relativa a

si el artículo 82, apartado 1, letra d), y el artículo 87, apartado 2, letra a), del TFUE constituyen la

base jurídica adecuada del acto del Consejo relativo a la celebración del acuerdo. No obstante, el

Gobierno español se reserva el derecho a presentar las alegaciones que considere oportunas en la
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eventual vista oral que decida convocar el Tribunal conforme a lo previsto en el artículo 198 del'

Reglamento de Procedimiento.

6. En la primera parte de la solicitud de dictamen el Parlamento Europeo cuestiona la

compatibilidad del acuerdo con las disposiciones de los Tratados y de la Carta de los Derechos

Fundamentales de la Unión Europea por lo que respecta al derecho de las personas a la

protección de sus datos personales. En esencia el Parlamento cuestiona la compatibilidad del

acuerdo con las previsiones contenidas en el artículo 52, apartado 1 de la Carta de los Derechos

Fundamentales!.

7. Enyrimer lugar, el Parlamento cuestiona que el acuerdo sea apto para entender que la inj erencia

en los derechos fundamentales esté "establecida por la ley" en el sentido del citado artículo 52,

apartado 1 de la Carta2
. A su juicio, la noción de ley contemda en dicho precepto debe

identificarse con la noción de "acto legislativo" tal y como resulta de la reforma introducida en

los Tratados por el Tratado de Lisboa3
,

8. A continuación, el Parlamento discute la "necesidad" de las limitaciones a los derechos

fundamentales introducidas en el Acuerdo. A su modo de ver, no se han facilitado elementos que

justifiquen la necesidad de un sistema PNR de un Estado tercero4
•

9. Por último, en tercer término, el Parlamento pone en tela de juicio la proporcionalidad de la

limitación a los derechos fundamentales contenida en el acuerdo. De este modo, alude a su

aplicaciÓn general al conjunto de los pasajeros5
; a los criterios destinados a limitar el acceso de

las autoridades canadienses a los datos6
; al plazo de conservación de los datos?; y a su control por

una autoridad independienté. En este ejercicio el Parlamento sigue el test que realizó el Tribunal

de Justicia en la Sentencia Digital Rights Ireland9
, como demuestra la reiterada referencia que se

hace a la misma a lo largo de esta parte de la solicitud de dictamen.

10. Respecto del primer extremo, el Reino de España considera que un acuerdo internacional es

suficiente para entender satisfechas las exigencias de establecimiento por ley contenidas en el

artículo 52, apartado 1 de la Carta de los Derechos Fundamentales.

1 Apartado 53 de la solicitud de dictamen.
2 Apartado 55 de la solicitud de dictamen.
, Apartados 58 y 59 de la solicitud de dictamen.
4 Apartado 66 de la solicitud de dictamen,
5 Apartados 73 y 74 de la solicitud de dictamen.
6 Apartados 74 a 84 de la solicitud de dictamen.
7Apartados 85 a 90de la solicitud de dictamen.
8 Apartados 91 a 97 de la solicitud de dictamen.
9 Sentencia Digital Rights Ireland y Seitlinger y otros, asuntos acumulados C-293!l2 y C-594!l2, EU:C:2014:238.
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11. Esta cuestión ya fue tratada con ocasión de los recurso de anulación presentados por el

Parlamento con ocasión de la celebración de un Acuerdo entre la Comunidad Europea y los

Estados Unidos de América sobre el tratamiento y la transferencia de los datos de los expedientes

de los pasajeros por las compafiías aéreas al Departamento de seguridad nacional, Oficina de

aduanas y protección de fronteras, de los Estados Unidos lO
•

12. Si bien en ese caso el Tribunal de Justicia no entró a examinar esta cuestión, las conclusiones

presentadas el Abogado General LÉGER ofrecen elementos sumamente valiosos para disipar las

dudas del Parlamentoll
. Acaso por este motivo, el Parlamento adopta un enfoque ligeramente

distinto y deja de cuestionar la previsibilidad y la accesibilidad de la injerencia. De este modo, el

Parlamento plantea la cuestión que un acuerdo internacional pueda ser base legal para la

injerencia en unos derechos fundamentales. Concretamente el Parlamento cuestiona que, a los

efectos del artículo 52, apartado 1 de la Carta, las limitaciones sólo pueden entenderse contenidas

en "actos legislativos" en el sentido introducido por el Tratado de Lisboa.

13. El Gobierno de España no comparté este enfoque eminentemente formalista y que no cuenta con

un respaldo jurídico sólido en los Tratados. La distinción entre actos legislativos y no legislativos

introducida en el Tratado de Lisboa obedece a una clara finalidad que se deduce del contexto en

el que se redactó el Tratado. Efectivamente, en el mandato aprobado por el Consejo Europeo del .

21 Y22 de junio de 2007, se estableció en el punto 9, letra v) que la decisión por las que no se

seguía el sistema de fuentes aprobado por la Conferencia Intergubernamental de 2004 obligaba a

adaptar las novedades introducidas por esta última. Se mantenía exclusivamente la distinción

entre los actos legislativo y no legislativos12
. Es una distinción meramente formal como recuerda

el artículo 289, apartado 3 TFUE. Las consecuencias de esta categorización se refieren

exclusivamente a su tramitación pero la finalidad de este precepto no tiene el enfoque sustantivo

que pretende darle el Parlamento Europeo.

14. En este sentido, debe señalarse iguahfiente que el tenor del propio articulo 218, apartado 6, letra

a), párrafo v) del TFUE señala que el Consejo debe adoptar el acuerdo previa aprobación del

Parlamento en el caso de "acuerdos que se refieran a ámbitos a los que se aplique' el

procedimiento legislativo ordinario o, si se requiere ía aprobación del Parlamento Europeo, el

procedimiento legislativo especial". En consecuencia, es el propio Derecho Originario el que con

10 Sentencia Parlamento/Consejo y Parlamento/Comisión, asuntos acumulados C-317/04 y C-318/04, EU:C:2006:346.
II Conélusiones presentadas el Abogado General LÉGER en los asul)tos acumulados Parlamento/Consejo, C-3 I 7/04,
y Parlámento/ Comisión, C-3 I 8/04, EU:C:2005:710, apartados 215 a 221.
12 Conclusiones del Consejo Europeo del21 y 22 de junio de 2007 (Documento nO 11177/1/07), punto 19, letra v), p.
22.
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carácter general permite que a través de Acuerdos internacionales se pueda incidir en el contenido

reservado a los actos legislativos en el sentido del artículo 289, apartado 3 TFUE. El Tratado

garantiza en estos casos el equilibrio institucional entre los colegisladores al exigir aprobación del

Parlamento, por lo que no existe ningún obstáculo para que un Acuerdo internacional pueda

regular materias reservadas a actos legislativos.

15. Es más, con carácter específico, el Derecho Originario ha contemplado la posibilidad de que

mediante Acuerdos internacionales se regule el ámbito de la protección de derechos

fundamentales. Así, el artículo 6, apartado 2 del TFUE no sólo permite, sino que establece que la

Unión se adherirá al Convenio Europeo para la Protección Europea de los Derechos Humanos y

de las Libertades Fundamentales.

16. Por consiguiente, el Reino de España entiende que no tiene sentido señalar que no se puede

regular el contenido de los derechos fundamentales, incluidas sus posibles limitaciones, a través

de Acuerdos internacionales. No sólo estos acuerdos constituyen un instrumento habitual en la

materia, sino que el enfoque del Parlamento privaría de gran parte de su contenido al artículo 218,

apartado 6, letra a), párrafo v) del TFUE en áreas como el Espacio de Libertad, Seguridad y

Justicia.

17. Respecto a la segundo extremo, el Parlamento discute la "necesidad" de las limitaciones a los

derechos fundamentales introducidas en el Acuerdo. En lo que concierne a esta cuestión,debe

tenerse presente que el Acuerdo se eumarca en el contexto de la Resolución 2178/2014 aprobada

por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas el 24 de septiembre de 201413
. En dicha

resoh¡ción, relativa a las Amenazas a la paz y la seguridad internacionales causadas por actos

terroristas, el Consejo de Seguridad "alienta a los Estados Miembros a que empleen

procedimientos de evaluación del riesgo y control de pasajeros con base empírica, como la

reunión de datos de viaje, sin recurrir a perfiles basados en estereotipos que obedecen a motivos'

de discriminación prohibidos por el derecho internacional"14.

18. En este sentido, el Tribunal de Justicia ya ha sefíalado que la lucha contra el terrorismo

internacional para el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales es un objetivo de

interés general de la Unión. Lo mismo ocurre en lo que respecta a la lucha contra la delincuencia

13 http;//www.un.org/es/comun/docs/?symbol~S/RESI2178(2014)
'4 Apartado 2, inciso fmal de la de la Resolución 2178/2014 aprobada por el Consejo de Seguridad de Naciones
Unidas el 24 de septiembre de 2014.
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grave para garantizar la seguridad públical5 . Por ello, el Reino de España defiende que la

entrega y utilización de los datos de los pasajeros (datos PNR) tal Ycomo la prevé el acuerdo

responde a un objetivo de interés general16
.

19. Finalmente, el Parlamento pone en tela de juicio la proporcionalidad de la limitación a los

derechos fi.mdamentales contenida en el acuerdo conforme al test que realizó el Tribunal de

Justicia en la ya referida Sentencia Digital Rights Ireland17
. Sin embargo, el Parlamento obvia en

su análisis las diferencias sustancial¡;s que existen entre ese caso y el que nos ocupa, por lo que

alcanza una conclusión errónea.

20. Por lo que se refiere al carácter global de los datos1 8
, en el caso Digital Rights Ireland la Directiva

abarcaba de manera generalizada a todas las personas, medios de comunicación electrónica y

datos relativos al tráfico sin que se establezca ninguna diferenciación, limitación o excepción en

fi.mción del objetivo de lucha contra los delitos graves. En este caso se refiere a una actividad

concreta, ya que el tratamiento de datos se refiere a los pasajeros de vuelos aéreos. Sobre esta

particular, debe subrayarse que el uso del Registro de Nombres de Pasajeros (PNR) es

funqamental para detectar e investigar actividades terroristas o de criminalidad transnacional

grave. En particular, se han revelado como un instrumento sumamente útil para detectar e

investigar los viajes de los combatientes yihadistas a las zonas de conflicto.

21. En lo concerniente a los límites de acceso y utilización de los datosl9
, en el asunto Digital Rights

Ireland la Directiva no fijaba ningún criterio objetivo, Por el contrario, el Acuerdo regula

expresamente las condiciones de utilización de los datos2o
• De igual modo, establece

minuciosamente una serie de garantías aplicables al tratamiento de los datos y regula los límites a

su acceso y utilización21
•

15 Sentencia Digital Right& !reland y Seitlinger y otros, asuntos acumulados C-293/12 y C-594/12, EU:C:2014:238,
apartado 42 y jurisprudencia citada.
16 Por analogía, Sentencia Digital Rights !reland y Seitlinger y otros, asuntos acumulados C-293/12 y C-594/12,
EU:C:2014:238, apartado 44.
17 Sentencia Digital Rights Ireland y Seitlinger y otros, asuntos acumulados C-293/12 y C-594/12, EU:C:2014:238,
apartados 54 a 69.
18 Sentencia Digital Rights !reland y Seitlinger y otros, asuntos acumulados C-293/12 y C-594/12, EU:C:2014:238,
apartados 57 a 59.
19 Sentencia Digital Rights !reland y Seitlinger y otros, asuntos acumulados C-2931l2 y C-594/12, EU:C:2014:238,
apartados 60 a 62.
20 Altículo 3.
21 Artículos 7 a21.
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22. Con relación al período de conservación de los datos22
, en el caso asunto Digital Rights Ireland la

Directiva no establecía ninguna distinción entre las categorías de datos en función de su posible

utilidad para el objetivo perseguido o de las personas afectadas. En cambio, el Acuerdo en su

artículo 16 no establece un régimen incondicional de conservación durante el período de cinco

años. En efecto, el Acuerdo limita el acceso a un número restringido de personas; establece un

régimen de despersonalización por enmascaramiento en el plazo de treinta días; dos años después

se efectuará una despersonalización adicional; y además establece una serie de garantías para

desenmascarar los datos durante esos períodos. Así mismo, el período de cinco años en estos

términos se revela como un período indispensable teniendo en cuenta la complejidad que entraña

la investigación penal de redes criminales organizadas de manera transnacional.

23. Finalmente, en cuanto a las reglas relativas a la seguridad y protección de los datos23
, en Digital

Rights Ireland la Directiva no contenia reglas al respecto, y no se garantizaba el control por una

autoridad independiente. Éste es precisamente el objeto del Acuerdo que, además de establecer

unas exhaustivas reglas que imponen a Canadá unos deberes equiparables a los que rigen en el

seno de la Unión24
, obliga a este Estado a establecer un régimen de vigilancia por parte de una

autoridad independiente25 y un régimen de recursos judiciales y administrativos efectiv026
.

24. En consecuencia, la regulación contenida en el Acuerdo no hace otra cosa que adaptar las

exigencias establecidas por el Tribunal de Justicia, teniendo en cuenta las peculiaridades de las

relaciones con un Estado tercero en la materia que nos ocupa.

I1I.- CONCLUSIÓN.

25. Como conclusión a todo lo expuesto, eIReino de España considera que el Acuerdo previsto entre

la Unión Europea y Canadá sobre el tratamiento y la transferencia de datos del registro de

nombres de los pasajeroses compatible con las disposiciones de los Tratados y de la Carta de los

Derechos Fundamentales de la Unión Europea por lo que respecta al derecho de las personas a la

protección de sus datos personales.

22 Sentencia Digital Rights Ireland y Seitlinger y otros, asuntos acumulados C-293/l2 y C-594/12, EU:C:2üI4:238,
apartados 63 a 65. '
23 Sentencia Digital Rights Ireland y Seitlinger y otros, asuntos acumulados C-293/l2 y C-594/l2, EU:C:2üI4:238;
apartados 66 a 68.
24 Vid. Artlculos 7 y siguientes del Acuerdo.
25 Articulo Iü del Acuerdo.
26 Articulo 14 del Acuerdo.
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26. A la vista de todos los argumentos expuestos, EL REINO DE ESPAÑA PROPONE AL

TRIBUNAL DE JUSTICIA QUE:

declare que el Acuerdo previsto entre la Unión Europea y Canadá sobre el tratamiento y la

transferencia de datos del registro de nombres de los pasajeros es compatible con las

disposiciones de los Tratados (artículo 16 del TFUE) y de la Carta de los Derechos

Fundamentales de la Unión Europea (artículos 7, 8 Y52, apartado 1) por lo que respecta al

derecho de las personas a la protección de sus datos personales.

Madrid, a 29 de mayo de 2015

EL AGENTE DEL REINO DE ESPAÑ




